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nestabilidad económica, enfermedades crónicas y adicciones son tres de 

los principales efectos de la violencia contra la prensa en México.

Integrantes de cinco de las ocho familias desarrollaron algún tipo de 

discapacidad o enfermedad tras la pérdida, principalmente problemas visuales, 

déficit de atención, diabetes, hipertensión, depresión, trastorno bipolar y 

problemas neurológicos. En seis de los casos, familiares también indicaron 

trastornos del sueño que continúan presentes años después de los hechos. 

Algunos desarrollaron adicción al alcohol, la comida o el trabajo, y alopecia, 

amenorrea y aumento considerable de peso como efectos psicológicos y 

emocionales. 

Aunque seis de las familias recibieron atención psicológica y/o psiquiátrica por 

parte de la fiscalía y de la CEAV, en cinco casos fue por corto tiempo desde dos 

o tres sesiones que se prolongaron entre uno, tres y apenas once meses. Con 

excepción de un caso, el término «acompañamiento social» les es desconocido, 

pese a ser un derecho que facilita el acceso a la verdad, a la justicia y a la 

reparación integral de las víctimas a través del apoyo directo y humanos de 

especialistas en la materia.  

La percepción sobre la atención recibida en general es mala, pues se 

mencionaron intentos de manipulación por parte de las fiscalías y la CEAV para 

que dejaran de buscar a su familiar, así como un trato que identificaron con 

«efectos negativos». En dos de los casos, los familiares decidieron suspender 

las sesiones al considerar que les provocaron consecuencias adversas a su 

salud. Una de las entrevistadas dijo: «En este tiempo nunca me he sentido bien. 

... Hay veces que ya no quiero vivir, no despertar, soy cobarde y entonces veo a 

mi hijo y no se merece eso, dejarlo solo. … Lo veo contento, siento que he hecho 

bien por sacar adelante a mi hijo, pero en mí hay un vacío muy grande».9  

La situación económica de la mayoría de las familias se deterioró tras el asesinato, 

al tener que saldar créditos hipotecarios y deudas contraídas por los periodistas. 

En México, un periodista gana en promedio 6 919 pesos al mes (346 USD).10   

Este estudio refleja las precarias condiciones laborales para la prensa en México, 

donde la mayoría de los periodistas tienen que ejercer su profesión sin seguro de 

gastos médicos o de vida, y sin capacitación y equipo adecuado para las coberturas 

incluso en zonas de alto riesgo.
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Datos obtenidos de los testimonios de familiares 
de ocho periodistas asesinados o desaparecidos en México, 

entrevistados sobre su situación económica después
de la pérdida.

En los ocho casos, el periodista asesinado o desaparecido 
dejó una vivienda, pero en ningún caso hizo un 
testamento. 

A siete de las familias, la víctima les dejó deudas 
pendientes por pagar.

Cinco de las familias vieron afectado su patrimonio 
después del homicidio o desaparición del periodista, lo que 
ocasionó que su condición económica empeorara. 

TRASTORNOS DE LA SALUD Y SITUACIÓN ECONÓMICA
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F rente a las limitadas condiciones para el ejercicio de los derechos de la 

familia como víctima indirecta por homicidio o asesinato de un periodista, 

las redes de apoyo se convierten en un pilar fundamental de resiliencia.  

En cuatro de los casos, la relación con algún integrante de la familia empeoró a 

partir de la pérdida y la mayoría de las personas más cercanas al periodista 

sintieron algún tipo de depresión o incomprensión: «Lo comento con familiares y 

me dicen que estoy loca. No entienden lo que siento. Hasta ahora sigo sintiendo 

miedo cuando tocan a la puerta de mi casa, sentía que ya habían llegado por 

nosotros, un terror. Prefiero callarme lo que yo siento para que no me digan eso. 

No quiero que mi hijo salga, es algo que no logro soltar».11  

Es común que un hecho como estos separe a las víctimas de sus familiares y 

amigos. La mayoría de las veces sucede por miedo, desconfianza y prejuicios. En 

cuatro de los casos, el motivo del distanciamiento fue el temor al rechazo o 

malos tratos por parte de personas que sabían lo que había ocurrido. 

La mayoría de los familiares entrevistados buscaron en la religión o en la familia 

nuclear los espacios de recuperación frente al duelo. Los testimonios indican 

que hacen falta más grupos de apoyo y capacitación sobre derechos humanos: 

«Me gustaría que hubiera un taller, que compartamos y ayudarnos de una u otra 

forma. Pensaba cómo es que no existe una red de apoyo. Cuando pasó lo de 

Javier Valdez pensaba en su esposa, quisiera poder abrazarla y decirle que iba a 

estar bien … es importante la red de apoyo».12  

La participación de las víctimas en espacios de apoyo individual o colectivo donde se 

relacionen con otras víctimas se enmarca en el criterio de protección integral que el 

Estado debe otorgar para que alcancen un proceso restaurativo que les permita 

recuperar el estado de bienestar que tenían antes del asesinato o desaparición de 

un periodista. Pese a ello, este estudio confirma que en ningún caso la familia 

conformó algún grupo o red después de los hechos, y el contacto que tuvieron con 

otras víctimas se limitó a un solo evento aislado, organizado por una asociación civil. 

Esto reafirma que los espacios de este tipo son hoy escasos aunque sumamente 

necesarios según los testimonios.  

La reparación integral implica medidas institucionales que consideren la gravedad y 

magnitud del hecho victimizante o la violación de los derechos de las víctimas, bajo 

los principios de igualdad y no discriminación, gratuidad, interés superior de la 

niñez, máxima protección, progresividad y no regresividad y rendición de cuentas, 

entre otros.

. 

EN EL OLVIDO. SITUACIÓN DE FAMILIARES DE PERIODISTAS ASESINADOS Y DESAPARECIDOS EN MÉXICO

La falta de asesoría jurídica es 
común, y las organizaciones 
civiles ayudan más que el 
gobierno. © Pedro Martín 

González Castillo/Getty Images
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. 

Datos relevantes obtenidos de los testimonios de familiares 
de ocho periodistas asesinados o desaparecidos en México, 

entrevistados sobre los espacios más recurrentes
para encontrar paz.

Tres familias recurren a la religión cuando se sienten 
emocionalmente mal. 

Cinco de las familias consideran que la casa es el lugar 
donde se sienten más seguros.

Cinco consideran que la familia nuclear es el grupo en 
quien más confían. 

REDES DE APOYO
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CONCLUSIONES 

 

  

L as leyes mexicanas reconocen como víctimas a las familias de los 

periodistas asesinados o desaparecidos en México, pero las condiciones 

para el ejercicio pleno de sus derechos son altamente limitadas. 

Generalmente padecen intimidación, hostigamiento y obstrucción de la justicia, y 

también son afectadas por la falta de apoyo de los medios de comunicación.   

La situación de los familiares pone en duda la eficacia de las políticas públicas a favor 

de las víctimas del delito y de violaciones graves de derechos humanos en México, 

por prácticas que provienen principalmente del Estado como son la falta de apoyos 

inmediatos e intentos de disuasión para que las familias abandonen las 

investigaciones.  

Entre riesgos personales y una situación económica y de salud que se complica, los 

hijos, parejas y padres de los periodistas asesinados o desaparecidos buscan apoyo 

en las organizaciones de la sociedad civil, donde también son escasos los espacios 

para la recuperación mental y emocional, y de capacitación sobre derechos humanos. 

La ausencia de mecanismos efectivos para atender a las víctimas, incluyendo canales 

transparentes y accesibles de comunicación con el gobierno, vulnera el derecho a la 

asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral y debida 

diligencia contemplados en la constitución mexicana y los tratados internacionales 

de los que México es parte. 

Aunque este estudio recoge las experiencias de ocho casos y no representa un 

universo más amplio de víctimas, es posible afirmar que el Estado mexicano atiende 

parcialmente los derechos de las familias de los periodistas que han sido 

asesinados o desaparecidos en el país mientras ejercían su profesión.

 

 
 

  

Recomendaciones
A partir de la información obtenida de las entrevistas con familias de periodistas 

asesinados en México, se recomienda:

A la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas

Atender las recomendaciones emitidas por el Comité de Derechos Humanos de la 

ONU con relación a la condición de los familiares de periodistas desaparecidos 

como víctimas de tortura. 

Mejorar los instrumentos de comunicación con las víctimas indirectas por 

desaparición u homicidio de un periodista, con el fin de agilizar el otorgamiento de 

las ayudas que les corresponden. 

Asegurar mecanismos para garantizar el ejercicio de los derechos patrimoniales 

de los periodistas desaparecidos, a través de la Declaración Especial de Ausencia 

para Personas Desaparecidas.

Publicar el Registro Nacional de Víctimas en su versión pública, incluyendo la base 

de datos en formato abierto.

A las y los legisladores 

Revisar el presupuesto asignado a los programas, acciones y planes vinculados a 

las funciones de prevención, investigación y sanción de las agresiones contra 

periodistas, con el fin de emitir recomendaciones sobre el ejercicio financiero y, de 

ser el caso, asignar presupuesto suficiente para contener el delito y reducir la 

impunidad. 

A la Fiscalía General de la República 

Agilizar los procesos de investigación por agresiones contra periodistas, 

emitiendo las sentencias pendientes. 

Capacitar al personal que mantiene relación directa con las víctimas, con especial 

atención en la disuasión de conductas de corrupción, intimidación y amenazas. 

A las organizaciones de la sociedad civil 

Organizar talleres de seguridad digital y seguridad personal dirigidos a familiares 

de periodistas asesinados y desaparecidos.

Generar la formación de redes de apoyo entre víctimas, con enfoque en la salud 

mental, emocional y física.   

Promover cursos de capacitación sobre derechos de las víctimas, enfocados en la 

Ley General de Víctimas, la Ley General en materia de Desaparición, la Ley para 

la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, y la 

Ley Federal de Declaración Especial de Ausencia para Personas Desaparecidas.   

A los medios de comunicación 

Mejorar las condiciones laborales de los periodistas, otorgándoles 

prestaciones, capacitación y equipo, sobre todo a aquellos que trabajan en 

zonas de riesgo. 
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Recomendaciones
A partir de la información obtenida de las entrevistas con familias de periodistas 

asesinados en México, se recomienda:

A la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas

Atender las recomendaciones emitidas por el Comité de Derechos Humanos de la 

ONU con relación a la condición de los familiares de periodistas desaparecidos 

como víctimas de tortura. 

Mejorar los instrumentos de comunicación con las víctimas indirectas por 

desaparición u homicidio de un periodista, con el fin de agilizar el otorgamiento de 

las ayudas que les corresponden. 

Asegurar mecanismos para garantizar el ejercicio de los derechos patrimoniales 

de los periodistas desaparecidos, a través de la Declaración Especial de Ausencia 

para Personas Desaparecidas.

Publicar el Registro Nacional de Víctimas en su versión pública, incluyendo la base 

de datos en formato abierto.

A las y los legisladores 

Revisar el presupuesto asignado a los programas, acciones y planes vinculados a 

las funciones de prevención, investigación y sanción de las agresiones contra 

periodistas, con el fin de emitir recomendaciones sobre el ejercicio financiero y, de 

ser el caso, asignar presupuesto suficiente para contener el delito y reducir la 

impunidad. 

A la Fiscalía General de la República 

Agilizar los procesos de investigación por agresiones contra periodistas, 

emitiendo las sentencias pendientes. 

Capacitar al personal que mantiene relación directa con las víctimas, con especial 

atención en la disuasión de conductas de corrupción, intimidación y amenazas. 

A las organizaciones de la sociedad civil 

Organizar talleres de seguridad digital y seguridad personal dirigidos a familiares 

de periodistas asesinados y desaparecidos.

Generar la formación de redes de apoyo entre víctimas, con enfoque en la salud 

mental, emocional y física.   

Promover cursos de capacitación sobre derechos de las víctimas, enfocados en la 

Ley General de Víctimas, la Ley General en materia de Desaparición, la Ley para 

la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, y la 

Ley Federal de Declaración Especial de Ausencia para Personas Desaparecidas.   

A los medios de comunicación 

Mejorar las condiciones laborales de los periodistas, otorgándoles 

prestaciones, capacitación y equipo, sobre todo a aquellos que trabajan en 

zonas de riesgo. 
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